Carátula 
SEÑOR BERRUTTI.- Está abierta la reunión. 
(Es la hora 16 y 9 minutos) 


SEÑOR VILLEGAS..- Se va a repartir un material que preparé para la reunión de hoy, que refiere a un tema que siempre nos ha 
preocupado y tiene que ver con el Plan Nacional de Ordenamiento Territorial. No voy a leerlo porque es muy largo y sería tedioso, 
pero quiero aclarar que lo que está escrito en esas páginas no innova nada, no hay ninguna cosa que de algún modo no 
conozcamos todos y cada uno de nosotros. Simplemente he tratado, como en otras ocasiones, de organizarlo o sistematizarlo. Por 
lo tanto, solamente voy a hacer una reseña del mismo, aclarando que no contiene nada nuevo. Reitero que es la recopilación de un 
tema que todos nosotros conocemos perfectamente. 


El documento comienza señalando que el inciso sexto del artículo 3% de la Ley N* 16.112 establece que le corresponde al Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, entre otras potestades "la formulación, ejecución, supervisión y evaluación 
de los Planes Nacionales de Desarrollo Urbano y Territorial y la instrumentación de la política nacional en la materia". Hay otra nota 
un poco folklórica -creo que de Martín Fierro- que me preocupa. Dice: "Hasta la hierba más fina hace su sombra en el suelo". 


Luego, hago una serie de consideraciones en las que propongo los posibles procedimientos para la estructuración del llamado 
"Plan Nacional de Ordenamiento Territorial". 


El tema de la coordinación está citado muy superficialmente en la ley. Se habla de formulación, ejecución, supervisión y evaluación, 
mientras que en otro artículo, cuyo número no recuerdo, se menciona la coordinación. Quiere decir que el Ministerio tiene las 
facultades legales para hacerlo, pero no la imposición y no lo ha hecho. 


En esto me cabe las generales de la ley, porque durante cuatro años fui Director de esa oficina. Cuando asumí el cargo éramos 
solamente una secretaria y quien habla. Mi tarea fue organizar esa División, que consideraba importante. Traté de hacerlo con éxito 
variado y fracasos muchos. Esa es la causa por la cual, a pesar de los cuatro años, en ese período no pudimos echar mano a la 
formulación de la Ley de Ordenamiento Territorial Nacional. 


Por otra parte, considero que debe haber un plan y no varios. La ley se refiere a "los Planes Nacionales", pero debe ser "el Plan 
Nacional". 


El inciso sexto establece dos tareas para el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente: la formulación del 
Plan y la instrumentación de políticas. El tema de las políticas ya lo tratamos en otro documento. Creo que fue en el que llamamos 
"Reflexiones... Sexta Parte" y no es del caso volver sobre eso. Entonces, nos vamos a referir estrictamente al Plan Nacional, su 
alcance y contenido. 


Hemos desarrollado lo que denominamos indicadores del contenido. No es un sistema cerrado, sino abierto. Mencionamos los 
siguientes indicadores: el territorio, el medio ambiente, la cultura, la economía, las comunicaciones y el transporte, la energía, las 
ciudades, la habitación, el comercio y la industria, los servicios sociales y el esparcimiento. 


A continuación, hay unos corolarios que sí voy a leer, porque quiero llamar la atención sobre ellos. Dicen así: "l. La realización de 
los estudios y consultas para la formulación de un Plan de Ordenamiento Territorial Nacional requerirá importantes recursos 
humanos, especialmente de alta calidad, y algunos recursos económicos. La ejecución del POT Nacional no sólo requiere algunos 
recursos humanos sino recursos económicos que probablemente sean bastante importantes aunque se escalonen en el tiempo. 


Un POT Nacional constituye un acto de gobierno, un plan de gobierno, instrumentado por una ley. Ocupará su espacio entre las 
prioridades de la economía general del país y deberá estar presente tanto en el presupuesto nacional como en los 
departamentales. 


II) El POT Nacional deberá, de entre todos los capítulos que se han reseñado y otros que pueden haberse omitido, extraer y 
señalar aquellos ítems que tienen un carácter estructural y deben por tanto privar como determinantes para la organización de los 
POT Departamentales. Se hará necesario definir muy claramente cuáles y en qué medida afectan al territorio nacional y a los 
territorios departamentales y locales. 


Como citaba en las primeras líneas de estas 'Reflexiones' debe destacarse la sabiduría popular recogida en ese dicho: 'Hasta la 
hierba más fina hace su sombra en el suelo". Pero esta consideración no excluye la inversa. Todas y cada una de las acciones que 
se realicen sobre el territorio, desde las mínimas hasta las más impactantes obras de infraestructura forman parte de un gran 
sistema totalmente interconectado. Es el medio en el cual las acciones humanas tienen lugar, políticas, económicas, ambientales, 
sociales y culturales formando complejas estructuras de entre las cuales los seres humanos tratan de subsistir de la mejor forma 
posible, cada cual en su ámbito." 


Esto, reitero, lo he escrito a título de sugerencia; no pretende ser determinante y el coordinador ha tenido la amabilidad de 
repartirlo. 


SEÑOR SIENRA.- Voy a hablar de dos o tres puntos que creo quedaron bastante armados en el correr de las reuniones, que se 
desarrollaron en la reunión pasada y que pienso tienen suficiente base como para concretar algo rápidamente. 


En primer lugar, me voy a referir a la coordinación entre los distintos Planes de Ordenamiento Territorial. Creo que hay opinión 
unánime en el sentido de que éstos deben ser coordinados entre sí. 


En segundo término, tenemos que pensar que estamos hablando de una ley, o sea, lo que estamos planteando tiene que 
concretarse en una ley para que sea efectivo. No es solamente un planteo teórico, sino un planteo que debe concretarse en una 


estructura real que funcione. En ese sentido, pienso que el anteproyecto que presentó el Poder Ejecutivo es insuficiente en este 
aspecto. ¿Por qué es insuficiente en este aspecto, si bien plantea algunas obligaciones de coordinación en el artículo 1%? 
Básicamente, plantea que la coordinación debe ser realizada por medio de la Comisión Técnica Asesora de Ordenamiento 
Territorial que se define en el artículo 5%. El literal b) dice: "Constituir un mecanismo ágil de coordinación interinstitucional". De 
alguna manera, esto tiene que ver con el planteo que hacía el ingeniero Chabalgoity al final de la reunión pasada, cuando 
planteaba crear un Consejo Nacional de Ordenamiento Territorial. Creo que el nombre no hace a la cosa; es una Comisión, un 
Grupo de Trabajo donde los delegados de las distintas instituciones, entre otras cosas, tratarían de formar un mecanismo ágil de 
coordinación interinstitucional. 


Sin embargo, estoy absolutamente seguro de que esto no funciona. Estoy absolutamente seguro porque teóricamente estoy 
convencido de que es así, salvo que los integrantes de ese Grupo -llámese Consejo o como se le quiera llamar- fueran el 
Presidente de la República o los Intendentes o, en su defecto, el Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
los Directores Generales o el nombre que tengan en cada Intendencia los encargados del tema. Si se llegase a un nivel de esa 
representatividad podría ser útil, pero aun así tengo mis dudas. 


Debo decir que tengo larga experiencia de participación en esas Comisiones. Soy el delegado del Congreso Nacional de 
Intendentes en la Comisión Técnica Asesora de Ordenamiento Territorial, que no ha hecho absolutamente nada, y también en la 
Comisión Técnica Asesora de Medio Ambiente, que si bien ha hecho una cantidad de cosas, como mejorar y avalar el texto de la 
Ley General de Protección del Ambiente y otras normas por el estilo, como instrumento de coordinación interinstitucional ha sido 
totalmente ineficaz. 


El artículo 10 del proyecto del Poder Ejecutivo tiene la negación de todo tipo de coordinación y la negación, diría yo, de cualquier 
Plan de Ordenamiento Territorial, porque cuando se refiere a las obras públicas, dice que deberán cumplir con las disposiciones de 
los planes de ordenamiento territorial, pero a renglón seguido dice: "Exceptúase de lo dispuesto en el inciso anterior únicamente:" y 
habla de las grandes obras. Todavía más, pues dice: "Los proyectos de obras a que refieren los literales 'b' y 'c' del inciso anterior, 
deberán ser comunicados a los Gobiernos Departamentales ...". Es decir que simplemente comunica que va a hacer tal cosa y 
"arreglate como puedas". Creo que es un mecanismo inadecuado. Es verdad que en el artículo 15 se plantea que los entes 
públicos deberán intervenir en la etapa de estudio y de elaboración, y que tendrán que ser especialmente consultados y tenidos en 
cuenta los Gobiernos Departamentales, pero a estos últimos los incluye con otra serie de organismos, o sea que no les da un 
protagonismo que creo es esencial, ya que son los responsables en su departamento. El artículo 41, en realidad, establece alguna 
obligación, pero sólo para los planes departamentales. Entonces, quiero llamar la atención sobre lo siguiente. La alternativa que 
nosotros proponemos parece ser mucho más lógica; en primer lugar, el proyecto de ley que presentó la Intendencia de Maldonado 
establece que la coordinación de los distintos tipos de Planes de Ordenamiento Territorial es una obligación, tanto para el Poder 
Ejecutivo, como para los Gobiernos Departamentales. Más aún, le impone al Poder Ejecutivo la obligación de coordinar y ajustar 
los planes y las obras sectoriales que realicen los demás Ministerios y organismos públicos a los Planes de Ordenamiento 
Territorial, así como colaborar en su elaboración e instrumentación. Me parece que esto es sumamente importante porque el Poder 
Ejecutivo, es decir el Presidente de la República, tiene facultad para decirle a sus Ministros o a los Directorios de los Entes 
Autónomos que su obra tiene que ajustarse a determinado plan; nadie más tiene la autoridad para hacerlo. 


Desde luego, quiero mencionar algo que es muy importante: si hay Planes de Ordenamiento Territorial, las obras públicas tienen 
que ser parte de su instrumentación. Entonces, llamo la atención respecto a que la propuesta que anda dando vueltas de fusionar 
el Ministerio de Vivienda con el de Transporte y Obras Públicas está planteada exactamente en los términos contrarios. En todo 
caso, si se fusiona, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas debería ser una parte del Ministerio de Ordenamiento Territorial, de 
lo contrario, no tiene ningún sentido; la obra pública pasa por encima de quien la piensa. 


En segundo término quiero llamar la atención respecto a que en nuestra propuesta se obliga, tanto a los Gobiernos 
Departamentales como al Poder Ejecutivo, a instrumentar mecanismos ágiles para la participación en la elaboración de los planes 
de todos los Ministerios, Entes Autónomos, etcétera. Es decir que quienes elaboran los planes están obligados a crear los 
mecanismos para que los demás puedan participar en ellos y obliga a esos organismos a participar con opiniones fundadas y 
aportando la información que sea recabada. Este es otro elemento muy importante porque solamente puede haber coordinación si 
la gente participa con opiniones fundadas y trae la información que se le requiere. 


Por último, no tengo más remedio que destacar como sumamente importante la propuesta de que cuando hay algún organismo que 
entiende que el plan que se está elaborando no es de recibo para su institución, tiene que plantear el mecanismo de solución de 
controversias que se crea en este proyecto de ley. 


De esta manera, la negociación pasa a ser obligatoria y supervisada o tutelada -no sé cómo decirlo- técnicamente, porque es un 
organismo técnico, no político. Eso es lo fundamental, porque de esa forma se está cerrando un círculo técnico en la elaboración de 
los planes. 


Creo que de esta forma el tema de coordinación se hace obligatorio y sistemático. Además, si existen discrepancias hay un 
mecanismo para solucionarlo. Voy a tomar un ejemplo que se planteó precisamente aquí, en la reunión pasada. ¿Qué sucede si a 
un Intendente se le ocurre hacer una rambla costanera alrededor de todas sus playas? Esto no sería ninguna novedad porque 
Montevideo está armado así y es una solución tan válida como otra. Sin embargo, si la DINOT entiende que eso es inválido, se 
presenta en la elaboración del plan y dice que la solución tiene que ser la de Peine. Si no llegan a una solución, tendrán que ir a la 
Comisión conciliadora y cada uno expondrá sus argumentos ante un organismo técnico que los obligará a negociar. Si no llegan a 
un acuerdo, el organismo técnico está obligado a decir cuál es la solución que entienden más lógica y adaptada a las 
circunstancias. Este dictamen es sumamente importante porque si bien no impone la solución, cuando se pase a las instancias 
jurisdiccionales -por ejemplo el Tribunal de lo Contencioso Administrativo si se entiende que el plan colide con las normas 
administrativas o la Justicia Ordinaria si se considera que corresponde-, una o ambas partes tendrán un dictamen técnico del más 
alto nivel sugiriendo la solución correcta. Entonces, creo que ésta es la forma más lógica de coordinar. Si no se puede hacer 
voluntariamente, deberá haber una negociación obligatoria y, por último, si se llega a esa etapa, la Justicia tiene que ser la que 
determine quién tiene razón. 


Creo que de esta forma se redondea una coordinación sistematizada que a mi entender es la etapa fundamental. Es verdad que el 
Ministerio tiene obligación de coordinar, pero lo tiene que hacer a nivel nacional. No le corresponde hacerlo cuando son planes de 


otra escala. Por ejemplo, no le corresponde al Ministerio coordinar un plan de una ciudad. Sin embargo, las coordinaciones son 
absolutamente imprescindibles, no sólo en cuanto a los planes nacionales sino también respecto a, por ejemplo, los organismos 
que hacen infraestructuras. 


Por otro lado, creo que hay unanimidad en cuanto a que es absolutamente imprescindible la participación ciudadana en el 
ordenamiento territorial y que el proyecto de ley tiene que lograr que eso se haga realidad. 


En cuanto a este Capítulo creo que el anteproyecto del Poder Ejecutivo es mucho más carenciado que en el caso de la 
coordinación. Esto es así, en primer lugar, porque en los planes nacionales no obliga al Poder Ejecutivo a que participe la gente. 
Solamente en el artículo 15 -que pomposamente se llama "Elaboración Concertada"- se dice que deben participar los entes 
públicos prestadores de servicios públicos y creadores de infraestructura -pienso que es mucho mejor llamarlos por su nombre, es 
decir, Ministerios o entes públicos-, así como todo organismo público y privado que se considere necesario o conveniente. O sea 
que lo que importa es que el elaborador del proyecto considere necesario o conveniente que participe, no teniendo nada que ver la 
gente. 


Por otro lado, efectivamente, en la elaboración de los planes departamentales hay un capítulo que se llama "Sección VII: 
Participación ciudadana en el ordenamiento territorial". Pero esto sólo tiene que ver con los planes departamentales ya que forma 
parte del Título Il, Capítulo Il, que se refiere a lo departamental. En este caso, lo único relativo a la participación ciudadana es que 
el Intendente tiene que poner de manifiesto el plan antes de mandarlo a la Junta Departamental. Creo que esto es absolutamente 
insuficiente. Es más, creo que hasta desde el punto de vista metodológico eso es un disparate. Es algo así como decir "miren que 
lindos los papeles que pintamos"; prácticamente es eso lo que se está previendo. 


Creo que, en realidad, la participación ciudadana tiene que ser válida tanto para los planes nacionales como para los de las 
Intendencias. En lo personal entiendo que una puesta de manifiesto o vista pública resulta absolutamente insuficiente. Hoy en día, 
a mi juicio, los responsables de elaborar los planes deben mantener una comunicación permanente con la población. 
Precisamente, una comunicación permanente implica el uso de todos los elementos de intercambio social que existen, incluidos los 
medios de comunicación, por lo cual será necesario tener entrevistas, participar en programas de difusión o de análisis de temas 
relacionados con el territorio y su gestión. Por otra parte, considero que no hay más remedio que utilizar los mecanismos que usa 
toda la sociedad contemporánea. Quizás a los técnicos no les guste la palabra que voy a emplear, pero me refiero concretamente a 
los mecanismos de publicidad. En ese sentido, un buen ejemplo es la ciudad de Curitiba, que en esa materia trabaja muy bien y 
puede considerarse una excelente ciudad en el sentido de que ha armado muy bien las cosas. Quien hace el plan debe mostrarle a 
la gente cómo y por qué lo está haciendo, porque de lo contrario la gente no contaría con información suficiente como para poder 
opinar. Asimismo, creo que es absolutamente indispensable utilizar los mecanismos de relevamiento de opinión pública. Sin duda, 
todos los ciudadanos tienen derecho -y el deber- de formarse opinión acerca de la gestión del territorio a nivel de diagnóstico, de 
propuesta, de aplicación o evaluación del plan. La única manera posible de tener una idea sobre lo que piensa la gente es hacer 
relevamientos de opinión en forma sistemática y bien hecha. 


También pienso que la página de Internet en la que figure el plan, el proceso, los diagnósticos, etcétera, es absolutamente 
indispensable. Hoy en día, esa herramienta no puede faltar; pero no se puede olvidar que no pueden dejarse de lado en la página 
de Internet los comentarios y opiniones, porque de lo contrario no existiría la comunicación. 


Por otro lado, creo que también debe haber vistas públicas, así como audiencias públicas. Sin duda, este último mecanismo es 
diferente al primero e, incluso, a mi juicio es mejor. 


No cabe duda de que la tecnología desde el punto de vista de la comunicación está avanzando a una velocidad tan extraordinaria 
que, seguramente, ya existen otros mecanismos como los que mencioné -quizás con mejores posibilidades de comunicación- y que 
yo no conozco, porque no están dentro de mi especialidad. Al mismo tiempo, entiendo que la ley no puede establecer en detalle lo 
que tiene que hacer cada uno. Por ejemplo, me pregunto si el hecho de que se haga una puesta de manifiesto implica que un 
Intendente no puede hacer una vista pública sobre el proyecto. Eso me parece mal, porque en un texto legal debe establecerse 
claramente que no es lo mismo una audiencia pública que una puesta de manifiesto; se trata de mecanismos diferentes, aunque en 
ambos hay contacto con el público. 


Creo que el tema no puede solucionarse sólo enumerando estos mecanismos sino que creo deben ser utilizados. Lo que estamos 
proponiendo es que se establezcan mecanismos ágiles para la participación del sector privado, tanto en la etapa de diagnóstico 
como en la propuesta. Esto lo hemos expuesto para el plan nacional y algo similar hemos hecho con los planes departamentales. A 
ese respecto, decimos claramente que nuestra propuesta pretende que la ciudadanía tenga cabal conocimiento de los planes, tanto 
en la etapa de diagnóstico como en las propuestas. Asimismo, obligamos al Poder Ejecutivo y a los gobiernos departamentales a 
dar amplia publicidad a los planes y a darlos a conocer a través de Internet. En este sentido, quizás se trate de la primera ley en el 
Uruguay que obligue a colocar una ley en Internet, pero realmente consideramos que hoy en día eso es indispensable. 


Por otra parte, hemos planteado en el artículo 16 algo que resulta fundamental, me refiero al mecanismo en virtud del cual todo 
interesado en que algún plan sea modificado total o parcialmente pueda hacer una solicitud en ese sentido. Cuando hablamos de 
"todo interesado" nos referimos a cualquier persona u organización, pública o privada. 


Creo que en nuestro planteo, en forma general -porque no podemos detallar los instrumentos en que estoy pensando-, se propone 
una sistematización mucho más profunda que la del Poder Ejecutivo y, sobre todo, más permanente. Quiero hacer notar que el 
factor de permanencia es clave, ya que también se hace necesaria la participación de la gente durante la aplicación del plan. Esto 
es así no sólo en lo que tiene que ver con la evaluación del plan, sino también porque si la gente no tiene conocimiento del marco 
que le rige, difícilmente podrá pensar en sus proyectos, sus ideas y su forma de actuar dentro del propio plan. De otro modo, habría 
que estar con policías con garrotes para asegurarse de que la gente no haga las cosas mal. 


Creo que, concretamente, en este ámbito de la comunicación o de la participación pública, debe pensarse en un continuo 
interactuar entre las autoridades y la ciudadanía. 


Para finalizar, quiero decir que es preciso ver cómo esta iniciativa se plasma en forma de ley, ya que ese es el objetivo que nosotros 
tenemos. Aquí no solamente hay que plantear la teoría, sino que esta debe tener forma de ley. 


SEÑOR VILLEGAS.- Con respecto al último comentario del colega Sienra, quiero recordar que en las primeras versiones 
taquigráficas se estableció que esta Comisión no tenía como cometido redactar el proyecto de ley, ya que eso lo haría la Comisión 
del Senado. Lo que se pedía de esta Comisión era la elaboración de directivas, elementos, formas y métodos que pudieran estar 
contenidos en un proyecto de ley, pero no la redacción de un texto concreto. Entiendo que esa última etapa corresponde a otra 
instancia superior y así lo dijeron varios señores Senadores en esta Sala. 


SEÑOR SIENRA.- Sin duda son los señores Senadores quienes tienen que redactar el proyecto de ley. No obstante, cuando uno 
habla de cualquiera de estos temas debe plantear cómo es el sistema, porque de lo contrario resulta imposible realizar la redacción 
de un proyecto de ley. 


SEÑORA PEREIRA.- No creo que vaya en contra de la voluntad de los señores Senadores el hecho de que nosotros planteemos 
algún proyecto de ley. Sin lugar a dudas, nuestro cometido es el de plantear caminos a seguir para la elaboración del proyecto de 
ley del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Pero creo que si además de eso, planteamos propuestas 
concretas, los señores Senadores no tendrán inconvenientes e, incluso, en mi modesta opinión eso hasta podría llegar a ser mejor, 
independientemente del hecho de que posteriormente los señores Senadores puedan pulirlo o hacerle las correcciones de estilo, 
de acuerdo con su experiencia en la materia. 


SEÑOR VILLEGAS..- Discrepo con la colega, pues entre los roles que tiene el Ministerio en función de la ley de creación, está la 
coordinación, supervisión y evaluación de los planes nacionales. Me pregunto si es posible y tiene sentido un plan departamental 
que no esté coordinado con el plan nacional. Entiendo que debe estar coordinado con este último. Esto no quiere decir que el plan 
nacional no sea redactado con la coordinación de los Gobiernos Departamentales; sí se debe hacer, pero los planes 
departamentales deben quedar, necesariamente, subordinados al plan nacional. 


Por otra parte, destaco la necesidad de que exista un organismo de coordinación, que archive y mantenga la información de los 
planes departamentales y urbanos. Debe existir un lugar donde todos esos documentos puedan estar reunidos, no para su 
provecho propio, sino para que ese material quede a la orden de todos los Gobiernos Departamentales, así como de los entes 
nacionales y privados. De ese modo se podría saber que, por ejemplo, el departamento de Río Negro plantea hacer las cosas de 
cierta manera, que el departamento de Soriano coordina con ellos y que el departamento de Paysandú también lo hace. 


Vuelvo a destacar la necesidad de interactuar entre todos los sistemas de planeamiento del país. Por eso, y como entiendo que un 
plan departamental necesariamente debe estar coordinado con el nacional, es necesario que el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, como encargado de la supervisión y evaluación de los planes nacionales, tenga 
también intervención en los planes departamentales, a los efectos de la coordinación y de establecer una entidad que reúna todo 
ese material. Eso es lo que debería ser y no creo que sean así las cosas. De todos modos, se van a producir de esa manera o de 
cualquier otra porque los elementos políticos y locales juegan un papel muy fuerte en el interior de los departamentos. Pretenden 
ser como repúblicas independientes, cosa que me parece absurda, pero no pueden serlo porque ni siquiera son estados o 
provincias, sino departamentos con divisiones administrativas, fundamentalmente, y con un rol político y ciertas prerrogativas en la 
parte económica. Forman parte de un pequeño país con una estructura unitaria y no pueden pensar -aunque así lo hacen- que son 
repúblicas independientes. Eso no tiene sentido, aunque sí podría tenerlo en otros países como Brasil, Argentina, Estados Unidos o 
Canadá, que tienen superficies enormes y un nivel de desarrollo cívico que puede ser más importante que el nuestro. 


SEÑORA PEREIRA.- En eso estamos de acuerdo. 
SEÑOR SIENRA.- Creo que es lo que yo planteé. 


SEÑOR VILLEGAS.- Los planes departamentales también deben ser aprobados por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑOR SIENRA.- Estoy totalmente en desacuerdo y, a propósito, no entré en ese tema todavía. Lo que planteé fue el mecanismo 
de coordinación y cómo se arreglarían las discrepancias en esa coordinación porque siempre las habrá. No acepto que el Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente diga que se hace así porque esa Cartera lo dice, aun cuando tenga 
razones para decirlo. No lo acepto porque eso no funciona así en ningún país democrático, y voy a poner el caso, no de un país 
grande, sino de Holanda que es mucho más chico que el Uruguay. Es un país que tiene un espacio espectacular desde todo punto 
de vista, tanto urbano como rural, si se lo puede llamar rural por la escala. En Holanda los municipios hacen sus planes en forma 
independiente y únicamente tienen que ajustarse en los lineamientos generales que se aprueban por ley. 


SEÑORA PEREIRA.- Es otra mentalidad. 


SEÑOR SIENRA.- Yo estoy hablando de personas democráticas, civilizadas y conscientes, y a mí nadie me va a decir que una 
persona de Montevideo tiene mejor mentalidad que una del interior. Eso no lo acepto y la prueba está en que acá, salvo yo, del 
interior no hay nadie. 


SEÑORA PEREIRA.- El tema no es Montevideo o el interior, sino una visión general. 


SEÑOR SIENRA.- La visión integral la puede tener cualquier persona, pero el punto de vista local, solamente lo tienen las personas 
del lugar. Quiero hacer notar que también en el interior hay visiones generales y la prueba está, creo yo, en que desde el interior ha 
venido una propuesta de proyecto de ley con una estructura mucho mejor y más completa que la de la DINOT. 


SEÑORA PEREIRA.- Tiene que haber un órgano que dicte políticas de actuar. Si dejamos al arbitrio de los Gobiernos 
Departamentales todo lo que tiene que ver con la elaboración, sin la intervención del órgano nacional, podemos llegar a caer en 
una falta de visión integral. Entonces, lo que propone el señor Villegas es que sea el Ministerio, a través de la DINOT, el encargado 
de coordinar -no sé si el de aprobar en definitiva-, es decir, que el Gobierno Departamental requiere una visión favorable de la 
DINOT. 


SEÑOR SIENRA.- Creo que el Poder Ejecutivo -es decir, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y los 
demás Ministerios y organismos públicos que tienen que llevar a cabo cierta actividad sobre el territorio- tiene la obligación de 
participar en la elaboración, tanto del diagnóstico como de las propuestas, no solamente de los planes departamentales sino 


también de otros, con otras escalas, que se realicen allí. Entiendo que ese es un planteo razonable y que la ley tiene que recoger 
esa obligación de todas las partes. Reitero que creo que todas las partes deben participar y que si en algún punto no llegan a 
coordinar, es decir, a ponerse de acuerdo, y alguna tiene una discrepancia, la lógica dice que se deberá recurrir al mecanismo de 
negociación obligatoria. Entonces, se deberá participar en una negociación supervisada y fundada y, como el organismo no puede 
hacer un dictamen, porque no es un órgano jurídico y, por lo tanto, no le corresponde hacerlo, realizará una recomendación. Luego, 
si las discrepancias se mantienen y no aceptan ponerse de acuerdo o aceptar la recomendación, quedan los caminos 
jurisdiccionales que la ley prevé, es decir, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo o la Justicia Civil. Reitero que creo que ese 
es un mecanismo lógico que atiende a todas las partes. Por mi parte, me parecería perfecto que la DINOT juntara todos los planes 
aunque, en realidad, estoy haciendo un archivo en Internet porque creo que es mejor, ya que permite habilitarlo a todas las partes y 
personas e, inclusive, a todo el mundo. Esto es mucho más democrático todavía. 


SEÑORA PEREIRA.- No estamos proponiendo que lo saque sino que lo supervise. Tiene que ver con lo que mencioné en otras 
oportunidades con respecto a la famosa pirámide de Kelsen a nivel jurídico. Es decir, existe un vértice en el que debe estar el 
órgano nacional, por una cuestión de orden y, por debajo, se encuentran los departamentos. 


He insistido en cuanto a que considero que esta materia no es ni nacional, ni departamental ni local; depende del hecho puntual. 
Pero, si nos olvidamos que necesitamos un órgano coordinador que evalúe las cosas a favor y las que no lo son, así como también 
si efectivamente se está llevando a cabo determinada política, estaremos dejando de lado algo que es esencial. 


Si bien en la sesión pasada no estuve presente, me han comentado que se hizo referencia a un Consejo Nacional, que era una 
instancia por la que se buscaba, justamente, la coordinación. Esto me parece excelente aunque luego podrá ser difícil de 
instrumentar o no; aclaro que no lo sé. No obstante, entiendo que debemos apuntar a eso, y no puedo olvidar desde ningún punto 
de vista, que necesitamos una política a adoptar y que por ley es el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente quien debe ofrecer las pautas. De otra forma, como decía en otra ocasión el escribano Vázquez, cada departamento 
sería una chacra independiente y, ciertamente, no lo son. No somos un estado federal, no tenemos comunidades autónomas, y si 
bien nuestros departamentos tienen autonomías de diferentes naturalezas, no nos podemos olvidar que somos tres millones de 
habitantes y que debemos ver todo con una visión totalmente integral. 


SEÑOR SIENRA.- Creo que una visión integral no significa la supervisión de la DINOT sobre los planes que hacen los Ministerios. 
En ese sentido, me pregunto por qué el plan de cualquier ciudad tiene que tener el visto bueno de la DINOT. Creo que no debe ser 
así porque esta Dirección nunca va a trabajar en una ciudad. En cuanto a lo departamental, me pregunto por qué la Intendencia 
Municipal de Montevideo, que tiene un plan departamental, tendría que haberlo enviado a la DINOT esperando su aprobación. 


SEÑORA PEREIRA.- Creo que debe ser así porque, por ejemplo, podría darse el caso de que a la Intendencia Municipal de 
Montevideo se le ocurriera instalar una planta de tratamiento de residuos y, frente a esto, debe existir una visión integral y no que 
cada departamento lleve a cabo las obras que desee, de acuerdo con necesidades económicas o políticas. Entiendo que debe 
existir un criterio lógico y no que Montevideo o Maldonado o Colonia actúen independientemente. Entonces, se deberá realizar una 
organización del país -que tal vez es lo que se está necesitando- a través de un plan de ordenación territorial, lo que podrá lograrse 
si se tienen en cuenta todos los puntos que lo componen. 


SEÑOR SIENRA.- Estoy totalmente de acuerdo, salvo en un detalle. No encuentro ninguna razón por la cual la supervisión de la 
DINOT pueda llegar a ser efectiva para algo. Digo claramente que la DINOT funciona hace 12 años y todavía no tiene idea de lo 
que estamos hablando. ¿Hay algún esbozo de este plan nacional? ¿Hay alguna idea de regionalización o de alguna estructura 
general para el país? En 12 años la DINOT no ha podido elaborar nada de esto. 


SEÑOR VILLEGAS.- Los errores ajenos, que sí los hay y muchos, no son del caso para determinar quién cumple o deja de cumplir 
con sus obligaciones. Ha habido errores, no es pertinente ponerlos en discusión ahora, pero sí han existido, y puede ser que se 
sigan llevando a cabo. Evidentemente, la ley le otorga facultades para una serie de cosas que ha cumplido a medias o no ha 
cumplido y no solamente está facultada, sino que está obligada a llevarlas a cabo. 


SEÑOR SIENRA.- Creo que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente o la DINOT no pueden tener 
facultades de supervisión, pero sí tienen la obligación de armar los marcos generales para que los demás planes se inserten en 
ellos, cosa que no ha hecho y quizás algún día lo haga, aunque creo que estamos a años luz de llegar a eso. Entiendo que la 
DINOT tiene la obligación de participar en la elaboración de los planes que preparan los departamentos a los efectos no de imponer 
su visión, sino de darle la dimensión nacional y transnacional que desde el Poder Ejecutivo se debe tener. Personalmente, creo que 
su tarea es de coordinación y no de imposición. 


SEÑOR ACUÑA.- No voy a realizar consideraciones sobre la discusión relacionada a las competencias. Creo que lo más 
conveniente será referirme a los instrumentos para la participación ciudadana. En este sentido, me pregunto qué se busca con 
aplicar determinados instrumentos para asegurar la participación ciudadana. Básicamente, creo que se trata de garantizar la 
gestión democrática del territorio. Los instrumentos a que podría referirse la ley son varios y la mayor parte de ellos ya fueron 
mencionados en este ámbito. 


No obstante, quiero resaltar los siguientes, quizás repitiendo lo que ya se ha dicho en Sala. En primer lugar, creemos conveniente 
la existencia de los siguientes instrumentos, entre otros, la existencia de órganos colegiados en términos generales a nivel 
nacional, departamental, interdepartamental, metropolitano o de áreas especiales, es decir, en las diferentes escalas del territorio. 
En segundo término, son importantes los instrumentos de debate, audiencia y consulta o vista pública. En tercer lugar -esto no se 
ha mencionado y por eso queremos hacer especial hincapié- tiene que reconocerse la iniciativa ciudadana de proyectos de ley, de 
planes, programas y proyectos de ordenación territorial. Esto es clave. En cuarto término, los organismos gestores de las diferentes 
operativas de organización del territorio tendrían que incluir obligatoriamente la participación de la población a través de 
asociaciones representativas de los variados segmentos de la comunidad. 


SEÑORA PEREIRA.- Sería audiencia pública 


SEÑOR ACUÑA.- Esto es en cuanto a la gestión de las acciones. Inclusive, podría estar sujeto a una reglamentación posterior. Los 
mecanismos deberían definirse según las distintas realidades, pensando cómo se opera en el territorio desde la perspectiva 


nacional, departamental, interdepartamental, regional, etcétera. 


Creo que debería incluirse obligatoriamente la participación de la población y también de las asociaciones representativas de la 
comunidad. De este modo, se garantiza el control directo de las actividades y se efectiviza el pleno ejercicio de la ciudadanía. Al 
respecto, deseo señalar que, a nuestro juicio, en la iniciativa del Poder Ejecutivo faltaría este asunto de la iniciativa ciudadana. 


Otro tema al que quiero referir, que también alude a los instrumentos, es el de las operaciones territoriales consorciadas. En el 
proyecto del Poder Ejecutivo se hace mención a este asunto, y se innova en la materia en lo que respecta a la habilitación de las 
llamadas sociedades de economía mixta de desarrollo regional o local. Se ha llegado a un nivel de detalle bastante importante al 
respecto, y me parece que también debe hablarse en términos más generales. Las operaciones territoriales consorciadas se hacen 
sobre determinadas áreas que están delimitadas, en las que existe la voluntad de aplicar ciertas operaciones en forma consorciada. 


¿Qué se entiende por operaciones territoriales consorciadas? Es el conjunto de intervenciones y medidas, en este caso 
coordinadas, fundamentalmente, por el poder público, con la participación de propietarios, pobladores, usuarios permanentes, 
inversores privados, y con el objetivo de ordenar y gestionar de mejor manera el territorio. Esto no quiere decir que se aluda a una 
de las figuras específicas de operaciones territoriales consorciadas, tal como hace la iniciativa del Poder Ejecutivo. La idea es que 
se habilite no sólo la referencia a la perspectiva de los privados, sino también de los sectores sociales. A su vez, podrán 
implementarse, coordinados por los poderes públicos, operaciones para ordenar el territorio. 


SEÑOR VILLEGAS.- Quiero destacar un ejemplo de este tipo de operaciones -que nuestro colega, el arquitecto Sienra, conoce 
bien- llevado a cabo exitosamente por parte de la Intendencia Municipal de Maldonado. En un sector del barrio Cuñetti hubo una 
operación coordinada entre particulares, grupos de ocupantes ilegales y propietarios, mediante la cual se llegó a una solución que 
fue aceptada por ambas partes. En ese caso específico, hubo un particular que la promovió y la Intendencia Municipal de 
Maldonado estuvo de acuerdo, armando la estructura legal, en el convenio. Fue una operación de ordenación urbana consorciada y 
con trascendencia para el futuro de la ciudad. 


SEÑOR ACUÑA.- Justamente, esto sería recoger lo que de alguna manera ya forma parte de la cultura de ordenación del territorio 
uruguayo que, además, se ha valido de instrumentos efectivos, muy flexibles, como por ejemplo el del convenio. Lo que caracteriza 
una operación de esta naturaleza es la intervención y las medidas coordinadas por el poder público. 


La participación hay que habilitarla con la mayor amplitud posible; la ley no debe dar lugar a ningún equívoco al respecto. Sobre el 
territorio se puede actuar de manera tan amplia como la sociedad lo entienda -en la iniciativa del Poder Ejecutivo no se habla de 
una acción de este tipo de manera tan amplia-, aunque por supuesto, inscripto en esta modalidad tan amplia, pueden existir figuras 
más restringidas: privados con privados, sectores sociales con privados, o privados con públicos, formando la figura creada en la 
ley de sociedad de economía mixta. Reitero que puede ser esta figura como otra. 


La pregunta que me hago es si las figuras más específicas -como puede ser la del mecanismo de convenios, etcétera- pueden ser 
objeto de reglamentaciones posteriores, y cómo, en la práctica, se puede dar el marco jurídico adecuado para que una operación 
territorial consorciada sea realmente eficaz y asegure la participación más amplia posible, si es de conveniencia de la sociedad 
involucrada. 


Efectivamente, el país tiene una rica trayectoria en esta dirección. De alguna manera, con relación a estas operaciones territoriales 
consorciadas, el Plan de Montevideo define determinadas figuras bastante precisas. Quiero señalar un punto de vista más general 
vinculado al espíritu que debería primar respecto a este tipo de operativas en el territorio. 


En cuanto a la participación ciudadana, para nosotros es medular que a los ciudadanos se les reconozca la iniciativa de planes, 
proyectos, etcétera; o sea, que no sólo se le reconozca esta iniciativa al poder público en sí, sino también al ciudadano. Eso lo 
vemos como fundamental. 


Estoy de acuerdo con los otros instrumentos, que tienen que ver con la publicidad y los debates. Es cierto que hay diferencias entre 
las audiencias y las vistas públicas, pero en la ley se puede aludir en términos generales a que deben existir todos estos 
instrumentos, sin descartar los de otro tipo, que también existen y que pueden ser convenientes. 


A grandes rasgos, me parece que podría ser bueno, desde el punto de vista de la definición de las acciones ordenadoras y de la 
gestión de la ordenación en sí, que estos cuatro tipos de instrumentos se incluyeran en la ley. Se trata de ideas que se recogen de 
algunas experiencias de disposiciones mexicanas y brasileñas de ordenación de territorios; no es ningún invento nuestro. 
Concretamente, en México, la capacidad de iniciativa ciudadana está reconocida explícitamente en la Ley de Asentamientos 
Humanos, del año 1975, y ha tenido repercusiones muy importantes con respecto a la ordenación de la perspectiva ciudadana de 
esos espacios. 


SEÑOR VILLEGAS.- ¿Podría mencionar cuáles son los cuatro instrumentos? 


SEÑOR ACUÑA.- El primero es el relativo a los órganos colegiados. No sé si una ley de este tipo debería definir cuáles órganos 
colegiados; mencionarlo creo que es suficiente. 


SEÑOR SIENRA.- ¿Podría ser más preciso con respecto a este concepto? 


SEÑOR ACUÑA.- Por ejemplo, cuando nosotros mencionamos los Consejos Nacionales y Departamentales de Ordenación 
Territorial, si es de conveniencia de ley designarlos, en verdad se hace, pero lo fundamental es que se reconozca la conveniencia 
de la existencia de órganos colegiados. 


El segundo tipo de instrumentos dice relación con los debates, audiencias y consultas públicas. Cuando se reconoce esto por ley, 
cuando se hace un debate respecto a determinada parte del territorio, tiene hasta un asidero legal. Lo fundamental, en este caso, 
son las audiencias y las consultas públicas. 


El tercero corresponde al reconocimiento de la capacidad de iniciativa ciudadana. 


El cuarto, en cuanto a los organismos de gestión, sería la conveniencia de incluir obligatoriamente la participación de la población o 
de la ciudadanía, en términos más generales. 


Los mecanismos para hacer esto deben quedar librados -ya más en detalle- a disposiciones que puedan emanar desde los 
gobiernos departamentales o locales, pero ya la ley señala un determinado espíritu en el sentido de que es bueno que exista. Esto, 
sin duda, ha sido mencionado por el arquitecto Sienra, y creo que en este aspecto estamos de acuerdo con el arquitecto Gilmet y, 
como me acotan, también con el arquitecto Villegas. 


A modo de síntesis, me parece que como instrumentos de gestión, estos son fundamentales. 


SEÑOR SIENRA.- Respecto a la iniciativa ciudadana, en el artículo 16 de nuestra propuesta se señala "iniciativa en la actualización 
de los planes" porque, en definitiva, es en la actualización de los planes, ya que si uno quiere operar lo debe hacer dentro de un 
plan. 


SEÑOR ACUÑA.- Incluye eso, pero además la iniciativa de proponer su propia visión de cómo ordenar sus ámbitos. 


Voy a citar un ejemplo muy específico, en el que tengo la experiencia de participar, en términos de marcos jurídicos determinados. 
Me refiero a un plan de barrio. No es en el sentido de pedir o tener iniciativa de pedir modificación, sino de elevar su propia 
propuesta de plan. 


SEÑOR SIENRA.- Es a eso a lo que me refiero. 


SEÑOR VILLEGAS.- El Plan de 1930 de Cravotto y compañía fue financiado por un privado y sometido a consideración de las 
autoridades nacionales y departamentales del momento. Fue una iniciativa privada, financiada por un privado y fue sumamente 
válida. 


SEÑOR GILMET.- Me voy a referir a algunos antecedentes con respecto a lo que el señor Acuña define como reconocimiento de la 
iniciativa ciudadana. 


Lo más notorio de la historia planificadora del territorio de este país es el anteproyecto de 1930, que fue de iniciativa privada. Hay 
experiencia en el país en el desarrollo del Plan de Ordenamiento Territorial de Montevideo, del Plan Montevideo, cuyos programas 
de actuación urbanística fueron desarrollados a iniciativa privada. 


Por otra parte, quiero señalar que en el artículo 23 del Mensaje y Proyecto de Ley del Poder Ejecutivo, que refiere a los planes 
especiales, también se reconoce, justamente, la iniciativa ciudadana. Expresa: "El interesado elaborará el Plan Especial de acuerdo 
a disposiciones de los Planes de Ordenamiento y Desarrollo Territorial vigentes"... Es decir que allí se expresa claramente que el 
desarrollo de los planes especiales lo hace el interesado. 


Si bien creo entender en un sentido más profundo la intervención de Acuña en cuanto a ese reconocimiento de la iniciativa 
ciudadana -tal como la ha llamado-, quisiera señalar aspectos quizás más pragmáticos en lo que tiene que ver con esa iniciativa - 
privada o de otro ámbito-, referidos a los recursos humanos y materiales. El esfuerzo planificador es muy vasto y al aprobar un 
marco legal como este, los organismos públicos verdaderamente se enfrentarían a una serie de dificultades para llevar adelante 
toda esta batería de instrumentos de ordenación del territorio. Por lo tanto, ese reconocimiento del aporte desde otros ámbitos, creo 
que también tiene un significado hasta desde un punto de vista estrictamente pragmático. Entiendo que el sentido que el señor 
Acuña le atribuye es más profundo, pues se trata de un sentido democrático de reconocimiento de iniciativas que surgen de otros 
ámbitos. Pero yo creo que no es menor; de acuerdo con la experiencia derivada del Plan Montevideo, es claro que la iniciativa 
privada o el aporte privado en el desarrollo de los instrumentos de planificación es fundamental, puesto que el organismo público no 
cuenta con los recursos para poder llevar adelante ese desarrollo. 


Por lo tanto, coincido plenamente con lo que se ha manifestado en ese sentido, y quisiera señalar que el proyecto y Mensaje del 
Poder Ejecutivo lo reconoce en la figura de los planes especiales. 


Creo que el alcance que le da el arquitecto Acuña es más general, pero hay aquí un elemento que considero de interés: que haya 
un reconocimiento al desarrollo de figuras de ordenamiento de iniciativa del interesado, según se señala en este texto. 


El tema es más vasto y más profundo. Justamente, quisiera expresar que estoy de acuerdo con el sentido que le da el arquitecto 
Acuña, que desarrolla de alguna forma lo que aquí se insinúa en una forma poco precisa, puesto que no establece quién es el 
interesado. ¿Quién es el interesado? Todos estamos interesados en el desarrollo. 


SEÑORA PEREIRA.- Yo creo que interesado es cualquier particular que tenga un interés. De todas maneras es un interés difuso, 
sin lugar a dudas. 


SEÑOR GILMET.- Ese es el primer punto sobre el que quería expresar acuerdo, porque entendemos que su inclusión y desarrollo 
en este proyecto de ley constituiría un aporte. 


El otro punto alude a las sociedades de economía mixta, respecto a las cuales se señalaba que su denominador común es la 
actuación en el ámbito del Derecho Privado; pero puesto que así lo expresa de alguna forma la denominación de economía mixta, o 
sea de lo público y lo privado, no se refiere -y coincidimos con el arquitecto Acuña- exclusivamente a un relacionamiento entre lo 
público y lo privado. Él hablaba también de lo privado con lo privado, de sectores sociales con lo privado o con lo público. Pero yo 
también quisiera señalar el caso, por ejemplo, de SADUF, que es netamente público. En este caso, es decir, el de la Sociedad 
Anónima Desarrollos Urbanísticos Fénix, existe claramente una sociedad de gestión netamente pública pero que actúa en el ámbito 
del Derecho Privado. 


Una vez un jurista me explicó que si bien la denominación de sociedades de economía mixta era la que se había adoptado en el 
Derecho Comparado y la que tenía, de alguna manera, un reconocimiento, sin embargo una más correcta sería aquella que 
incluyera todas esas combinaciones; es decir que no se remitiera exclusivamente a la economía mixta de lo público y de lo privado, 


sino que se refiriera a sociedades que actúan en el ámbito del Derecho Privado o como él lo expresaba, en términos de 
Operaciones consorciadas. 


SEÑOR ACUÑA.- En definitiva, esta figura tiene como principal singularidad la de que cualesquiera sean las combinaciones, son 
coordinadas por el poder público. Además también tendría que incluirse en esta figura como elemento fundamental a los 
pobladores, así como a los usuarios permanentes de esa área; me refiero a los comerciantes, operadores, productores de bienes y 
servicios que están allí -ya que son usuarios de ese espacio- y a los inversores. A veces esto se ve solamente desde la perspectiva 
del inversor, pero también es clave en estas operaciones consorciadas la intervención de los otros actores que están en el área, 
que son bastantes más que los inversores privados. 


Entonces, una operación definida de esta manera desde el punto de vista operativo, da mayor garantía de contemplar todos los 
intereses en juego, que son -o suelen ser- múltiples y contradictorios. Si la cuestión se ve solamente desde la perspectiva del 
inversor privado, puede llevar a situaciones bastante difíciles, señaladas inclusive en el documento que nos entregó el arquitecto 
Villegas. Eso está claro. Esto tiene que ver con lo relativo a la búsqueda de mecanismos concretos que deberían tener mucha 
visibilidad en la ley, para asegurar justamente la gestión democrática del territorio, que es en definitiva lo que se persigue a través 
de estos instrumentos. Cuando uno habla de las competencias, también alude a eso, a cómo gestionar de mejor manera el territorio 
desde el punto de vista democrático, para que aquellas no choquen y estén bien definidas en el sentido de que se concurra a 
Operar en el territorio de manera bien pensada. 


Entonces, como vimos que quizás desde una óptica más conceptual el punto no estaba suficientemente explicitado en la ley, se nos 
ocurrió tratar de hacer estas reflexiones que, además -repito-, son prestadas de otras experiencias de América Latina. 


Quisiera decir una última cosa, que tampoco fue mencionada. En función de estos factores, también creo que es bueno para la 
propia cultura de construcción de nuestro territorio, que en un momento determinado se diferencie lo que es el sector privado y lo 
que es el sector social. Voy a poner un ejemplo. El Movimiento Cooperativo de Vivienda, a través de dos grandes organizaciones - 
las más visibles-, como son FUCVAM y FECOVI, ha conformado mucho territorio y, a veces, de manera decisiva. En estricto rigor, 
no se puede inscribir como sector privado y quizás sea más correcto llamarlo sector social, porque en última instancia construyen y 
gestionan territorios importantes desde la perspectiva de organizaciones o asociaciones civiles sin fines de lucro. Esto tiene un gran 
desarrollo en el país y creo que se puede llegar a hacer un balance bastante positivo de su accionar. 


Ni hablar de las organizaciones barriales y demás. Si hay una sociedad organizada desde el punto de vista de base territorial, creo 
que en el Uruguay hay muy buenos ejemplos. En este sentido, MEVIR es un excelente ejemplo. 


Volvemos a lo mismo -que, repito, el arquitecto Villegas plantea muy bien en su documento-: siempre hay que tratar de lograr un 
delicado equilibrio entre la perspectiva del lucro legítimo y la perspectiva del interés más ciudadano, desde el punto de vista del 
buen uso y goce del suelo, y no sólo del cambio. 


Entonces, me parece que para la ley puede ser bueno que, cuando se hable de todos estos temas, se distinga el sector privado y el 
sector social. Al respecto, quiero decir que también las disposiciones mexicanas, en lo que refiere a la ordenación del territorio, son 
muy precisas, hasta el punto de que incluyen un glosario para evitar cualquier posible equívoco. No estoy proponiendo ahora seguir 
este camino, pero si en algún momento en este grupo concluimos que quizá pueda haber muchas dudas en cuanto a los términos 
que se manejan, tal vez podría ser bueno recurrir a esta solución de incluir un glosario. Aquí también tenemos un aporte del 
arquitecto Villegas, que puede ser una buena base. Además, de alguna manera ya hemos avanzado en esto, porque cuando 
reflexionamos acerca del concepto de ordenación del territorio, todos, más allá de los matices y diferencias que hay, llegamos a una 
conclusión similar a la de la propia propuesta del Poder Ejecutivo. Concretamente, la idea es establecer en el propio texto qué se 
entiende por ordenación y desarrollo del territorio a los efectos de la ley, lo que en definitiva es un glosario indirecto y no 
necesariamente coincide con lo que puede ser propio de una definición más académica. 


Entonces, volviendo a las ideas de sector privado y social -que creo que sí pueden entenderse en forma equívoca-, quizás en algún 
momento podría especificarse en el propio texto qué se entiende por cada una de esas expresiones. Y desde esta perspectiva tal 
vez se podría afinar un poco qué se entiende por "participación ciudadana" o por lo que técnicamente se llama "operación territorial 
consorciada", que en definitiva es la concurrencia público-privada, privado-privada, privado-social, etcétera. Lo que fija la ley en 
última instancia son reglas de juego. Y creo que es bueno hablar estas cosas con respecto a un futuro de un territorio mejor 
organizado, de forma tal que, en definitiva, quede coordinado por los poderes públicos cómo accionan todos los demás actores 
sobre el territorio, con el poder público, por supuesto. 


SEÑOR BERRUTTI.- Mirado el tema estrictamente desde el punto de vista legislativo, creo que sería conveniente -ustedes lo 
decidirán- incluir dicho glosario en la exposición de motivos, porque es un tema difícil y no muy accesible. 


SEÑOR VILLEGAS..- Lo resolverá la Comisión del Senado. 


SEÑOR BERRUTTI.- Porsupuesto, pero si ustedes aportan las definiciones de los términos en un glosario, para que la ley pueda 
aplicarse e interpretarse correctamente, creo que sería un aporte esclarecedor incluirlo en la exposición de motivos por lo menos en 
principio. De lo contrario, se podría correr el riesgo de que se puedan hacer lecturas equivocadas de ciertos términos por no estar 
actualizada la interpretación a la caracterización que ustedes pretenden darle. 


SEÑOR ACUÑA.- La Ley Nacional de Viviendas define muy bien todos estos términos, por lo que creo que no hay mucho lugar a 
equívocos. Es interesante, porque en esa Ley se habilita al Movimiento Cooperativo, y además se prevé cómo éste, a su vez, 
puede ser instrumentado técnicamente. Concretamente, se crean los Institutos de Asistencia Técnica (IAT) y, además, se dice que 
éstos pueden ser apoyados económicamente. Desde luego, se llega a un nivel de detalle que quizás para esta ley pueda no ser 
conveniente; pecando de vicio disciplinar, podría decir que la "arquitectura" de esta ley debería ser más sencilla, dando margen a 
normas que pueden derivar a los diferentes niveles, desde las perspectivas de quienes ejercen las distintas competencias. Creo 
que este es el espíritu de la propuesta del Poder Ejecutivo: que esta sea una ley más marco. 


SEÑOR ACUÑA.- Es bueno que la ley sea entendible por cualquier persona que la lea. 


SEÑOR VILLEGAS.- Otro aspecto importante a tener en cuenta -en el documento hago una referencia al respecto, cuando hablo 
del Plan Nacional- es que la Ley de Vivienda no sólo estableció los mecanismos de funcionamiento, sino también los recursos. 
Justamente por esa obtención de recursos es que el Plan Nacional de Vivienda pudo hacerse efectivo; de otra manera habría 
dependido de las partidas que se le fueran asignando presupuestalmente. 


El así llamado Fondo Nacional de Vivienda y Urbanismo tenía por objeto dos actividades: los créditos de vivienda y 
complementariamente el financiamiento de acciones territoriales. Pero esto, que está en el papel, no se cumple; tanto es así, que la 
asignación de este año para la Dirección Nacional de Vivienda es algo así como la mitad de lo que se recauda por el Fondo. 
Entonces, más allá de lo que establezca la ley, muchas veces las circunstancias -y no voy a discutir el tema político- hacen que no 
se pueda aplicar. Pero las intenciones son buenas. 


En el caso de los cuatro puntos para instrumentos de gestión a los que refería el colega Acuña recién, creo que es muy importante 
que la ley los habilite; después veremos cómo lo hacemos, pero es bueno que lo diga. 


SEÑOR BERRUTTI.- Si están todos los asesores de acuerdo, seguiríamos en la próxima reunión con la consideración del tema 
"Instrumentos de gestión". 


Se levanta la reunión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 45 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


